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  POLÍTICA DE SEGURIDAD MUNICIPAL



  Este libro invita a profundizar el diálogo sobre el rol de los gobiernos locales en seguridad en la Argentina a través de una
mirada a diversos ejes y debates: competencias municipales
en seguridad, estructuras de gobierno, policías municipales,
el enfoque de mercados ilícitos, género y seguridad en el
espacio público, videovigilancia, prevención de la violencia
institucional y participación comunitaria.
Los artículos que integran esta publicación resumen los
intercambios y la construcción colectiva con perspectiva
federal que se llevó adelante durante fines de 2020 y comienzos de 2021. La propuesta de las autoras y los autores no es
ofrecer respuestas, sino abrir espacios argumentativos. El
libro recupera y reflexiona sobre experiencias locales, con la
esperanza de aprender sobre el camino transitado.
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    Competencias municipales en seguridad: autonomía y cooperación


    Ezequiel Cánepa y María Eugenia Carrasco


    La política, entendida como una práctica de construcción social, se desenvuelve en un escenario complejo. La capacidad de los actores de influir en los acontecimientos a través de acciones y omisiones depende de múltiples factores. En este sentido, los municipios emergen de la crisis de gobernabilidad de la seguridad como nuevos interlocutores con recursos –humanos, materiales y políticos– dispares. Esta asunción de un rol aún no consolidado fue (y es) progresiva,1 con mayores o menores avances en función de los reclamos ciudadanos y de las posibilidades reales de participar de la gestión de la seguridad.


    Se habla de la dimensión local de la política de seguridad para referirse a esta mirada de la conflictividad, del sentimiento de inseguridad y de la violencia desde un espacio geográfico que reconoce y afirma la diversidad municipal en el territorio.2 En un país tan heterogéneo como el nuestro, con más de 2.200 gobiernos locales entre municipios, comunas, comisiones de fomento, comisiones municipales y otras formas de organización local, es imprescindible tener presente que no es posible dar una respuesta general al rol de los municipios en la política de seguridad.3 A su vez, la idea misma de política de seguridad municipal es de reciente data en la región.


    Son muchas las preguntas que podemos plantear sobre la participación de los municipios en la política de seguridad. Una manera de ordenar estos interrogantes es pensarlos desde lo que los municipios quieren, pueden o están facultados a hacer. En la primera categoría entran los estudios que se enfocan en el protagonismo de la seguridad en la agenda municipal y en las experiencias locales. En la segunda, los estudios que analizan las capacidades técnicas municipales, las ventajas y desventajas de un mayor involucramiento y, también, las fuentes de sus limitaciones –lo que no pueden y el porqué–. Por último, la tercera categoría incluye a aquellos ensayos o artículos que analizan el entramado legal y político de las competencias en seguridad.


    Este trabajo se enmarca en esta última línea, específicamente en la intersección entre autonomía municipal y seguridad. El aspecto central de la autonomía aborda la distribución de competencias y de recursos entre el Estado federal, los estados provinciales y los gobiernos locales. Si, a modo de juego, imaginamos un municipio interesado en proponer un plan de seguridad local, con capacidad técnica para su implementación, resta aún contestar lo siguiente: ¿cómo se caracteriza el marco jurídico que debe contemplar esa propuesta?


    La autonomía municipal en la Constitución Nacional y en la interpretación de la CSJN



    La autonomía municipal suele ser pensada y debatida en el ámbito jurídico desde arriba hacia abajo. Es al menos llamativo que, para estudiar lo local, nuestra mirada se incline de manera persistente hacia la cúspide del sistema normativo y busque allí alguna respuesta.4 La falta de acuerdos sobre su naturaleza jurídica, su significado, los cambios a lo largo del tiempo y el factor emotivo vinculado al federalismo como ideario es uno de los obstáculos que nos permiten, al menos, corroborar que existen diversos usos de este concepto.


    Los siguientes párrafos están dedicados a delinear los rasgos de la dimensión constitucional del –mal llamado– problema de la autonomía municipal. Así se lo denomina cuando se hace referencia a ciertos conflictos latentes o manifiestos entre los municipios y el Estado federal o provincial que tienen como objeto de disputa la capacidad de los municipios de darse su propia carta orgánica, de gobernarse, de administrarse o de financiarse.


    El artículo 5.º de la Constitución Nacional (CN) establece que cada provincia debe dictar para sí una Constitución que asegure su administración de justicia, su régimen municipal y la educación primaria. Ahora bien, son los artículos 121 y 126 de la CN los que fijan las reglas de juego entre las provincias y el gobierno federal en materia de competencias. Por un lado, las provincias conservan todo el poder no delegado a la Nación (art. 121 CN). Por el otro, las provincias se comprometen a no ejercer el poder delegado (art. 126 CN). De esta manera, la regla es la competencia excluyente del estado provincial y la competencia federal, la excepción. La razón de ello obedece a la génesis del Estado federal que reconoce la preexistencia de las provincias (no así de los municipios).


    Entre ambos artículos encontramos al que aborda expresamente el tema que nos ocupa. La autonomía municipal aparece de la mano de una de las máximas manifestaciones de la autonomía provincial:


     


    Artículo 123. Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5.° asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero.


     


    Esta relación entre la autonomía provincial y la autonomía municipal es la que lleva a algunos autores a afirmar que los municipios no aparecen, al menos en nuestra Constitución Nacional, como protagonistas directos del federalismo. Son las provincias las que deben asegurar la autonomía municipal y traducir la manda del constituyente a las particularidades de su jurisdicción. En este sentido, María Celia Castorina de Tarquini (2003) señala que la regla de la competencia provincial excluyente aquí se invierte: los municipios detentan el poder delegado, mientras que el estado provincial se reserva el resto del poder político.


    Vale la pena recordar que el criterio que primó en la doctrina y en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) hasta hace poco más de treinta años consideraba a los municipios como autárquicos (no autónomos). Desde 1870, con el caso “Doroteo García c/provincia de Santa Fe”,5 hasta el fallo “Rivademar, Ángela D. B. Martínez Galván de c/Municipalidad de Rosario”,6 la CSJN sostuvo que el régimen municipal era de exclusiva competencia del ordenamiento local y ajeno al conocimiento del poder federal.


    Es recién en 1989, en el fallo citado, cuando la CSJN abandonó el criterio autárquico por el de autonomía municipal. Por ese entonces, el único artículo de la CN que hacía referencia a los municipios era el 5.º.7 El cambio en la línea jurisprudencial se da a partir de la interpretación del deber de asegurar la existencia de un régimen municipal contenido en ese artículo. De este deber la Corte extrae dos reglas: 1) las provincias no pueden omitir establecer los municipios, y 2) tampoco pueden privar a los municipios “de las atribuciones mínimas necesarias para el desempeño de su cometido”.8


    En 1993 la declaración de reforma parcial de la Constitución Nacional habilitó al Congreso Nacional a debatir la inclusión de la autonomía municipal por reforma del artículo 106 (ley 24.309). Tanto es así que, con la reforma de 1994, la autonomía municipal pasó a estar expresamente incluida en el artículo 123. Este reconocimiento sigue los pasos del derecho público provincial que, desde 1957, impulsó reformas que llevaron a la incorporación de la autonomía local a algunas constituciones provinciales.9


    Así las cosas, la reforma de 1994 incluyó a los municipios en la lógica descentralizadora de poder y distributiva de competencias. Las provincias quedaron obligadas a reglamentar las facultades de los municipios para regirse mediante normas y gobierno propios. Como se señaló anteriormente, el alcance de esta potestad queda supeditado al marco normativo de cada provincia. El límite de ese ejercicio es el respeto a la autonomía municipal.


    Que el debate sobre la naturaleza jurídica de la autonomía municipal y sobre la facultad de intervenir de la CSJN para garantizar un piso de autonomía haya quedado saldado no implica en modo alguno que exista claridad sobre sus alcances.10 Ante conflictos entre provincias y municipios por posibles avances sobre la autonomía municipal, la Corte ha sostenido la presunción de constitucionalidad de la normativa provincial. Esta presunción solo cedería en presencia de una manifiesta irrazonabilidad en los términos del artículo 28 de la CN. Esto es, las provincias “no pueden, bajo la apariencia de reglamentar la autonomía, transponer los límites de lo racional y razonable para la vigencia efectiva de los municipios”.11


    Lo central, entonces, es poder analizar y argumentar sobre cuáles son esas facultades mínimas indispensables vinculadas con la vigencia de los municipios que las provincias no pueden razonablemente desconocer. Y en esto la ayuda del Poder Judicial va a ser limitada. Tal como la misma CSJN reconoce:


     


    No se trata entonces de imponer un alcance determinado a la autonomía municipal […] sino de asegurar que una vez ejercido ese poder, las autoridades constituidas respeten el grado de autonomía asignado a los diferentes niveles de gobierno, y provean los recursos de acuerdo a los parámetros preestablecidos para efectivizarla.12


    Competencias y seguridad


    Hasta ahora vimos que la Constitución Nacional manda a las provincias a asegurar la autonomía de los municipios en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero, pero lo hace sin mayores precisiones sobre cuáles son las facultades mínimas indispensables de los municipios en cada orden. Previo a analizar si las constituciones provinciales nos brindan algún detalle mayor, es conveniente hacer explícito que se está partiendo de un concepto de seguridad particular. También, aclarar cómo se vincula el concepto de seguridad con el de competencias.


    En la época posvirreinal y preorganizativa los municipios y las provincias eran casi lo mismo (Rosatti, 2012: 60). La seguridad, a cargo de los cabildos de provincias, se fue organizando alrededor de lo que hoy son nuestros cuerpos policiales.13 A partir de 1821 la seguridad quedó a cargo de los gobernadores de las intendencias de provincias y, según el caso, de un funcionario con el título de jefe de policía. En 1853, la mención al régimen municipal incluido en la Constitución Nacional fue un primer paso que poco aporta al tema que nos ocupa. La seguridad estuvo –y aún está– asociada casi exclusivamente con la labor policial, federal y provincial.


    Nuestra Ley de Seguridad Interior 24.059, sancionada en 1992, se preocupó en distinguir el resguardo de los derechos al interior del país de aquellos conflictos provenientes de agresiones de origen externo.14 Sin embargo, el rol preponderante de las fuerzas policiales y la nula participación de los municipios no fueron cuestionados.15 Esta ley, producto de un proyecto presentado por los diputados Victorio Bisciotti (Unión Cívica Radical –UCR–) y Miguel A. Toma (Partido Justicialista), logró tras doce años la adhesión de todas las provincias. La competencia concurrente del Estado federal y de las provincias se encuentra expresamente reconocida: “de conformidad con los principios derivados de la organización constitucional”, la seguridad interior “se encuentra reglada mediante leyes nacionales y provinciales referidas a la materia” (art. 5.º).


    Esto es así ya que la seguridad no es materia delegada a la Nación. Sí lo que hace a una de las facetas de la política criminal –la sanción del Código Penal– (art. 75 inc. 12), la provisión de seguridad en las fronteras (art. 75 inc. 16), la declaración de estado de sitio en casos de conmoción interior (art. 75 inc. 29) y otras tantas implícitas.16 A diferencia de esta competencia concurrente en seguridad, la administración de justicia en cada territorio sí es una competencia exclusiva y excluyente de las provincias.


    Cabe aclarar que cuando se habla de competencias se hace referencia a la facultad legal para actuar.17 Por eso es importante adscribir o hacer explícita nuestra concepción de la seguridad. Si entendemos que seguridad equivale a policía, nos concentraremos en una facultad que hace a la policía administrativa. Si por seguridad entendemos algo más (o distinto), el abanico de aptitudes legales al que vamos a prestarle atención va a ser otro. De esta manera, definir la seguridad es también asumir una posición sobre los instrumentos que consideramos necesarios para intervenir sobre ella.


    En nuestro caso, compartimos la visión de la seguridad propuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). La Comisión consideró que el concepto de seguridad ciudadana, entendido como una de las facetas de la seguridad humana, era el más adecuado para abordar la criminalidad y la violencia (CIDH, 2009). La seguridad ciudadana puede ser definida como una “condición para el desarrollo de una vida digna, un derecho que debe ser tutelado y un bien público en cuya provisión el Estado, como responsable primario, debe fomentar la participación de la comunidad” (AA.VV., 2019: 3).


    La seguridad como condición, derecho y bien público está asociada a una diversidad de otros derechos y permite pensar en modalidades de intervención que exceden a la reactiva. A su vez, la gestión de la conflictividad a través de la prevención, la disuasión y, en última instancia, la reacción se centra en los ciudadanos y promueve su participación activa. El sistema de seguridad deja de ser un equivalente al subsistema policial y abarca otros como el de prevención, información, seguridad privada, control y participación ciudadana, formación, relaciones interestatales y gobierno de la seguridad.


    Ahora bien, es posible clasificar a la competencia según distintos criterios. Uno de ellos es la materia o asuntos de incumbencia (competencia material). Cabe aclarar que existen distintos criterios de asignación de competencias. Esto quiere decir que las constituciones provinciales que analizaremos en el siguiente capítulo pueden haber optado por incorporar una lista exhaustiva de competencias municipales (criterio de enumeración taxativa) o por una enumeración que incluya una carta en blanco para el intérprete (criterio de determinación enunciativa).18 Aparte, se podría argumentar que si la ley no aclara que ciertas funciones son nacionales o provinciales, entonces le corresponden al municipio (criterio residual).


    Así es que, por un lado, nos encontramos con un concepto de seguridad ciudadana amplio, cuya operacionalización puede demandar un mayor esfuerzo. Por el otro, con que la tarea de identificar aquellas facultades delegadas o propias de los municipios en las constituciones provinciales va a variar en dificultad dependiendo de la técnica legislativa empleada. Por esta razón, a fin de facilitar este último trabajo, proponemos un listado de subfunciones que hacen a la seguridad ciudadana como nueva materia municipal, organizadas según el subsistema de ejercicio primario (cuadro 1).19


     


    Cuadro 1. Subsistemas y subfunciones de seguridad


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Subsistema

          

          	
            Subfunciones

          
        


        
          	
            Subsistema de gobierno

          

          	
            Creación de áreas de gestión local de la seguridad.


            Diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas de seguridad locales.


            Monitoreo, evaluación y/o participación en las políticas de seguridad provinciales o nacionales que se implementen en la jurisdicción.

          
        


        
          	
            Subsistema policial

          

          	
            Creación y organización de cuerpos de seguridad (con o sin funciones policiales).


            Creación y organización de cuerpos de inspectores.


            Participación en las decisiones sobre las policías y fuerzas de seguridad que intervienen en el municipio.


            Participación en las decisiones sobre las inspecciones provinciales o nacionales que se realicen en la jurisdicción.

          
        


        
          	
            Subsistema de prevención

          

          	
            Integración social y comunitaria.


            Promoción del desarrollo económico, urbanístico, social, cultural y educacional.


            Atención y protección de la salud.

          
        


        
          	
            Subsistema de información

          

          	
            Creación de observatorios locales de seguridad y producción de información sobre la conflictividad local.


            Publicidad de los actos de gobierno y transparencia de datos.

          
        


        
          	
            Subsistema de seguridad privada

          

          	
            Participación en la inspección y fiscalización de las empresas que operan en la jurisdicción.

          
        


        
          	
            Subsistema de control y participación ciudadana

          

          	
            Promoción de la participación de los vecinos en la gestión y el control de la seguridad local (presupuesto participativo, consultas populares, audiencias públicas, derecho de iniciativa de proyectos legislativos, entre otros)

          
        


        
          	
            Subsistema de relaciones interestatales

          

          	
            Suscripción de convenios con otros municipios, provincias, con la Nación y con otros estados u organismos.


            Constitución o participación en organismos interjurisdiccionales.

          
        

      
    


     


    Como puede observarse, en algunos casos las funciones identificadas no son exclusivas de la materia seguridad (firmar convenios, crear áreas, promover la participación de vecinos), sino que se trata de competencias políticas o administrativas aplicadas a la seguridad. También se podría argumentar que se incluyen materias distintas a la seguridad como si se tratara de subclases (salud, educación, integración social). Sin embargo, esto es consecuencia de la concepción de la seguridad adoptada, la que reconoce la relación entre la inseguridad y el acceso a otros derechos. En estos casos se trata de la articulación de dos o más competencias materiales (seguridad y educación, seguridad y salud, seguridad e integración social).


    Resta aclarar que la propuesta de este enfoque se justifica en los hallazgos sobre estrategias locales de seguridad exitosas. Del resumen que realiza Alejandra Luneke (2017) de distintos trabajos en la materia, se destacan las siguientes tendencias: 1) un cambio de perspectiva sobre la policía como el principal responsable de la seguridad; 2) el reconocimiento del papel que juegan los liderazgos locales y el rol activo de los municipios; 3) el consenso sobre la importancia que desempeñan funciones como las de los servicios de salud, educación, bienestar y cuidado de los espacios públicos en la reducción de la violencia, y 4) la necesidad de brindar respuestas integrales a través de un trabajo coordinado e intersectorial.


    Competencias en seguridad en las constituciones provinciales


    En este capítulo realizaremos un somero análisis de las constituciones provinciales de acuerdo a cómo delinean el contorno de la autonomía municipal en seguridad.20 Previo a ello, queremos destacar que el derecho a la seguridad aparece de manera explícita en gran parte de las constituciones:21 en la de la provincia de Buenos Aires (art. 10), Catamarca (art. 7.º), Chaco (art. 15), Chubut (art. 18), Córdoba (art. 19), Entre Ríos (art. 32), Jujuy (arts. 17 y 27), Mendoza (art. 8.º), Misiones (art. 8.º), Neuquén (art. 27), Salta (art. 17), Santiago del Estero (art. 16) y Tierra del Fuego (art. 14).


    En lo que hace a las competencias municipales en seguridad, nos encontramos con tres tipos de casos. En primer lugar, con constituciones que poco o nada dicen sobre las competencias municipales o bien que incorporan únicamente cláusulas genéricas sobre las atribuciones locales. En segundo lugar, con otras que les asignan a los municipios dos o más competencias que pueden ser aplicadas o articuladas con fines de seguridad, de acuerdo con las subfunciones listadas en el punto anterior. Por último, con aquellas que hacen referencia directa a los municipios y la seguridad.


    Dentro de la primera categoría encontramos a la provincia de Buenos Aires,22 Formosa,23 Mendoza24 y Santa Fe.25 Esto no quita que algunos municipios que integran estas provincias no hayan participado o llevado adelante acciones en materia de seguridad.26 El análisis que aquí se realiza se limita a los textos constitucionales provinciales a fin de identificar características comunes en la regulación del marco jurídico de las competencias municipales en seguridad.


    En la segunda categoría, que concentra a las constituciones provinciales que incorporan dos o más competencias que pueden ser puestas al servicio de la seguridad, encontramos a la de Catamarca,27 la de Chubut,28 la de Córdoba,29 la de La Rioja,30 la de Misiones,31 la de Río Negro,32 la de Salta33 y la de Santiago del Estero.34


    Por último, tenemos las constituciones provinciales que les asignan, en mayor o menor medida, facultades de seguridad a los municipios. Es el caso de las constituciones de Chaco, Corrientes, Entre Ríos, Jujuy, La Pampa, Neuquén, San Luis, San Juan, Santa Cruz, Tierra del Fuego y Tucumán.


    En el caso de la Constitución de Chaco, además de incorporar competencias afines,35 se faculta al concejo municipal a dictar ordenanzas y reglamentaciones sobre seguridad (art. 205 inc. d). En esta misma línea la Constitución de Corrientes expresa que una de las atribuciones y deberes específicos del municipio es la de dictar ordenanzas y reglamentaciones sobre “seguridad ciudadana y protección de los derechos humanos” (art. 225 inc. 6 o). La Constitución de La Pampa incorpora entre las atribuciones y deberes comunes a todos los municipios el dictado de ordenanzas y reglamentos sobre seguridad (art. 123). También la Constitución de Entre Ríos establece que los municipios tienen competencia para ejercer el poder de policía y funciones respecto de la seguridad (art. 240 inc. 21 c), aunque podría argumentarse que se refiere a las funciones de seguridad e higiene y no así de seguridad ciudadana.36 Un caso semejante es el de Santa Cruz.37


    En este sentido, la Constitución de San Luis también establece que son atribuciones y deberes de los concejos deliberantes dictar ordenanzas y reglamentos sobre seguridad (art. 258 inc. 3). Sumado a ello, entre las atribuciones y deberes del departamento ejecutivo municipal incluye ejercer el poder de policía municipal, imponer sanciones en casos de contravenciones, hacer uso de la fuerza pública y recabar orden judicial de allanamiento (art. 261 inc. 17). Se trata de la única constitución provincial que prohíbe expresamente a los funcionarios provinciales negar el concurso de la fuerza pública.


    En cuanto a la Constitución de Jujuy, por un lado establece como competencia de los municipios el ordenamiento en la vía pública, de vehículos, de personas y de cosas (art. 189 inc. 1) y la seguridad, higiene y buenas costumbres en los lugares públicos (art. 189 inc. 5). Por el otro, les atribuye a los municipios la creación y organización de la policía municipal (art. 190 inc. 15). Son casos similares los de Neuquén, San Juan, Tierra del Fuego y Tucumán, cuyas constituciones les atribuyen a los municipios la creación de los tribunales de faltas y policía municipal,38 así como otras que pueden ser ejercidas con fines de seguridad.


    Por otro lado, si analizamos exclusivamente lo que hace al subsistema policial, gran parte de las constituciones provinciales le asignan a la Legislatura la sanción de la ley general de policía provincial y al gobernador el ejercicio de la máxima autoridad de seguridad del estado provincial.39 No obstante, no se advierte la necesidad de interpretar estas normas de manera restrictiva: del deber de la Legislatura provincial de sancionar la ley que regula a la policía provincial no se deriva necesariamente una prohibición del Poder Legislativo local para sancionar una norma que regule a la policía municipal. Más aún cuando algunas de estas constituciones incorporan la competencia de los municipios para crear policías locales.


    Contrariamente a lo que se podría creer, son pocas las constituciones provinciales que sí contienen una prohibición expresa al disponer que la policía provincial tiene jurisdicción exclusiva en la provincia.40 Entre ellas, las constituciones de la provincia de La Pampa y de Misiones. Nuevamente, lo que aquí realizamos es un primer análisis de los textos constitucionales provinciales.


    De esta manera, podemos observar que si bien una actualización normativa podría resultar en algunos casos conveniente a los efectos de clarificar las competencias municipales en seguridad, en su mayoría los gobiernos locales no dejan de contar hoy con un resguardo constitucional provincial para intervenir sobre la conflictividad local a través de medidas preventivas, disuasivas e incluso reactivas. Esto no quiere decir que los municipios quieran o puedan ejercer esas funciones de manera aislada. La autonomía y la dependencia económica no son buenas compañeras.


    Por ello es que el ejercicio concurrente de la competencia en seguridad puede verse beneficiada por instrumentos de coordinación, claves en el cumplimiento de los fines constitucionales y en la descentralización política del Estado democrático. La cooperación, mal que le pese a la autonomía, quizá sea por el momento el único camino posible.


    Norma regulatoria municipal y leyes marco de seguridad provinciales


    Si analizamos el marco regulatorio municipal, en la mayoría de los casos no se expresa sobre la competencia de los gobiernos locales en seguridad con el alcance al que aquí nos referimos. Ello obedece, seguramente (y salvo excepciones), a la antigüedad de estas leyes. El término seguridad sí es utilizado, aunque principalmente asociado a competencias históricas de los municipios como la seguridad e higiene, seguridad de edificios y seguridad de espacios públicos. Las leyes orgánicas municipales de Formosa (art. 86), Jujuy (art. 163), La Pampa (art. 157) y Tierra del Fuego (art. 213) refieren a la seguridad de los vecinos, aunque sin mayores precisiones (cuadro 2).


     


    Cuadro 2. Leyes marco de seguridad provinciales y marco regulatorio municipal


    
      
        

        

        
      

      
        
          	
            Provincia

          

          	
            Ley marco de seguridad

          

          	
            Marco regulatorio municipal

          
        


        
          	
            Buenos Aires

          

          	
            Ley 12.154

          

          	
            Decreto ley 6.769/58

          
        


        
          	
            Catamarca

          

          	
            Ley 5.429

          

          	
            Ley 4.640

          
        


        
          	
            Chaco

          

          	
            Ley 6.976

          

          	
            Ley 854.P

          
        


        
          	
            Chubut

          

          	
            Ley XIX, 31

          

          	
            Ley NXVI, 46

          
        


        
          	
            Córdoba

          

          	
            Ley 9.235

          

          	
            Ley 8.102

          
        


        
          	
            Corrientes

          

          	
            Ley 5.930

          

          	
            Ley 2.498

          
        


        
          	
            Entre Ríos

          

          	
            -

          

          	
            Ley 10.027

          
        


        
          	
            Formosa

          

          	
            -

          

          	
            Ley 1.028

          
        


        
          	
            Jujuy

          

          	
            Ley 5.335

          

          	
            Ley 4.466

          
        


        
          	
            La Pampa

          

          	
            -

          

          	
            Ley 1.597

          
        


        
          	
            La Rioja

          

          	
            -

          

          	
            Ley 6.843

          
        


        
          	
            Mendoza

          

          	
            Ley 6.721

          

          	
            Ley 1.079

          
        


        
          	
            Misiones

          

          	
            -

          

          	
            Ley 257

          
        


        
          	
            Neuquén

          

          	
            -

          

          	
            Ley 53

          
        


        
          	
            Río Negro

          

          	
            Ley S 4.200

          

          	
            Ley 2.353

          
        


        
          	
            Santiago del Estero

          

          	
            Ley 6.684

          

          	
        


        
          	
            Salta

          

          	
            -

          

          	
            Ley 8.126

          
        


        
          	
            San Juan

          

          	
            -

          

          	
            Ley 6.289

          
        


        
          	
            San Luis

          

          	
            Ley X-0340-2004 (5.385)

          

          	
            Ley 1.213

          
        


        
          	
            Santa Cruz

          

          	
            Ley 3.523

          

          	
            Ley 55

          
        


        
          	
            Santa Fe

          

          	
            -

          

          	
            Ley 2.756

          
        


        
          	
            Tierra del Fuego

          

          	
            -

          

          	
            Ley 236

          
        


        
          	
            Tucumán

          

          	
            -

          

          	
            Ley 5.529

          
        

      
    


     



    Por otro lado, no todas las provincias cuentan con una ley marco de seguridad. Sin embargo, algunas de las que sí poseen este tipo de regulación han contemplado allí funciones específicas de los municipios en la materia. Si bien un análisis pormenorizado de estas leyes excede lo pretendido en este trabajo, cabe destacar el rol que se les asigna a los municipios en materia de participación comunitaria a través de foros. Esto, al menos desde lo formal.


    En este sentido, la ley de seguridad bonaerense dispone la creación de los foros vecinales de seguridad (art. 13) y los foros municipales de seguridad (art. 19); la ley catamarqueña, la creación de foros vecinales de seguridad de diagramación municipal (art. 114) y foros municipales de seguridad (art. 116); la ley marco correntina crea los consejos municipales de seguridad (art. 8); la chaqueña en su artículo 16 incorpora a los municipios al Consejo Provincial de Seguridad; en Chubut se dispuso la creación de los foros vecinales de seguridad (art. 8.º) y los consejos locales de seguridad en cada municipio (art. 16); la ley cordobesa contempla en su artículo 12 los consejos departamentales, municipales y barriales de seguridad; Jujuy únicamente les brinda participación a los municipios en el marco del Consejo Provincial de Seguridad Pública (art. 5.º); Mendoza se expresa en el mismo sentido (art. 6.º) y crea, además, los consejos departamentales (es decir, municipales) de seguridad (art. 16); Misiones, por otra parte, mediante una ley específica (ley XVIII, 26, antes ley 4.051), crea en el ámbito de cada comisaría un foro vecinal de seguridad; y, por último, Río Negro contempla en su ley marco los consejos locales de seguridad (art. 13) y los consejos regionales de seguridad rural (art. 18).


    Si bien estos foros o consejos no consagran una potestad expresa al estado municipal, la ley prevé la participación de los municipios en el diseño y la implementación de las políticas de seguridad provinciales.


    Unas palabras finales


    El federalismo en nuestro país está condicionado por movimientos centrípetos de acumulación de poder: por parte del gobierno federal con relación a las provincias y por parte de las provincias con relación a los municipios (Nino, 2016). Esa acumulación de poder que la distribución de fondos coparticipables exhibe toma, en ciertos casos, la forma de atribuciones legales. Teniendo eso en miras, en este trabajo intentamos caracterizar el marco jurídico que regula las competencias municipales en seguridad en nuestro país.


    En resumidas cuentas, podemos afirmar que les compete a las provincias darle contenido a la autonomía municipal cuyo resguardo de un piso mínimo incierto está en última instancia en manos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. También mostramos que, si adoptamos un concepto de seguridad que abarca pero que no se limita al subsistema policial, las constituciones provinciales nos brindan ciertas herramientas para argumentar a favor de una mayor participación de los municipios.


    Sin embargo, son los municipios los que pueden darle sentido y hacer valer sus atribuciones legales. Sin un compromiso activo, creatividad y predisposición al consenso por parte de los gobiernos locales no es posible avanzar en los debates sobre las atribuciones mínimas necesarias a preservar o a recuperar. Es cierto que la autonomía municipal se refiere a la distribución de competencias, pero también de recursos. Sin desconocer esta pugna, creemos que vale la pena multiplicar las respuestas y pensar en alcances y contenidos de la autonomía municipal adaptados a la realidad de cada municipio. Subsisten, no obstante, una serie de preguntas sobre las formas particulares que tomará la capacidad de los municipios de influir en el ámbito de seguridad y sobre la amplia gama de mecanismos de coordinación provincial y federal.


    
      
        1. Binder (2016) identifica tres momentos en la relación de los municipios con la agenda de seguridad: 1) la etapa de toma de conciencia del malestar y la derivación de los reclamos ciudadanos hacia las autoridades provinciales o nacionales; 2) la etapa de cooperación, especialmente a través de recursos destinados a las policías (gastos de combustible, horas extra, equipamiento), sin que se observe un aumento en la capacidad local de intervención directa en la seguridad, y 3) la situación actual, caracterizada por un reconocimiento de que es necesario aumentar la participación local en el diseño y la ejecución de las políticas de seguridad a fin de no pagar los costos del malestar.

      


      
        2. El concepto de lugarización al que refiere Brewer-Carías (2004), entendido como un proceso de revalorización de lo local, es retomado por Binder (2016), quien también rescata de este autor la idea de municipio lugarizado.

      


      
        3. Un aspecto interesante que queda fuera del alcance de este trabajo es el de la problematización de la categoría jurídica de municipio para reflexionar sobre la seguridad. Por un lado, por cómo se manifiesta cierta conflictividad en áreas metropolitanas. Por el otro, por las diferentes realidades que abarcan algunos municipios. Rosatti (2012) distingue al posmunicipalismo del premunicipalismo, y señala que ambos casos se dan en nuestro país. El primero hace referencia a la ciudad transformada en metrópoli que ve disuelta su personalidad diferenciada. Por el contrario, el premunicipalismo explica la gestión de posibles futuros municipios a partir de comunidades pequeñas. En todo caso, con estas líneas dejamos planteada la necesidad de revisar la utilidad, en cada caso, de este concepto.

      


      
        4. El constitucionalista Antonio M. Hernández (2003: 283) abre el capítulo sobre autonomía municipal de uno de sus libros con una acertada cita de Genaro Carrió (1973: 75): “Las afanosas pesquisas de los juristas por «descubrir» la naturaleza jurídica de tal o cual institución o relación están de antemano y en forma irremisible destinadas al fracaso. Entre otras razones, porque lo que se busca, tal como se lo busca, no existe”.

      


      
        5. CSJN, Fallos: 9:277. Sentencia del 21 de julio de 1870.

      


      
        6. CSJN, Fallos: 312:326. Sentencia del 31 de marzo de 1989.

      


      
        7. Es interesante lo señalado por Álvarez (2020: 174) sobre la referencia al régimen municipal del artículo 5º de la CN: “Dicha referencia, además, no figuraba en el proyecto de Constitución elaborado por Juan Bautista Alberdi. Fue introducida en el seno de la propia Convención Constituyente que, sin embargo, no la debatió sino que la aprobó directamente”.

      


      
        8. CSJN, Fallos: 312:326, considerando 9).

      


      
        9. Sin embargo, a la fecha hay tres provincias que aún no han cumplido con la manda del constituyente: Mendoza, última reforma de 1916; Santa Fe, última reforma de 1962, y Buenos Aires, última reforma de 1994. Esta última es la única que modificó su Constitución con posterioridad a la incorporación de la autonomía municipal a la Constitución Nacional.

      


      
        10. El artículo 116 de la CN establece, entre otras cuestiones, que corresponde a la CSJN y a los tribunales inferiores de la Nación el conocimiento y la decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución. En este sentido se expresó la CSJN en “Ponce Carlos, A. versus San Luis, provincia de”: “La acción declarativa de certeza tendiente a que se declare la inconstitucionalidad del artículo 8.º, ley 5.324, de San Luis y del decreto provincial 117/03, por cercenar el régimen de autonomía municipal, contiene un manifiesto contenido federal que debe ser dilucidado y configura la presencia de un caso litigioso correspondiente a la competencia originaria de la Corte Suprema” (Fallos: 328:175, sentencia del 24 de febrero de 2005).

      


      
        11. Dictamen del procurador general en “Ponce Carlos, A. versus San Luis, provincia de” (Fallos: 328:175).

      


      
        12. “Intendente Municipal Capital s/amparo”, Fallos 337:1263, sentencia del 11 de noviembre de 2014.

      


      
        13. La historiografía policial reconoce como fechas fundacionales las siguientes: Santa Fe (1578), Salta (1582), Corrientes (1588), La Rioja (1591), Jujuy (1593), Mendoza (1810), Buenos Aires (1813), teniendo el Cabildo el rol fundamental de mantener la seguridad y designar, conforme las actas de dichos cabildos, a los comisarios o jefes de policía.

      


      
        14. En su artículo 2.º define la seguridad interior como “la situación de hecho basada en el derecho en la cual se encuentran resguardadas la libertad, la vida y el patrimonio de los habitantes, sus derechos y garantías y la plena vigencia de las instituciones del sistema representativo, republicano y federal que establece la Constitución Nacional”. Esta ley, que establece las bases jurídicas, orgánicas y funcionales del sistema de seguridad interior, forma parte del trinomio legislativo impulsado a partir del restablecimiento de la democracia para diferenciar los ámbitos de actuación de la seguridad, la defensa y la inteligencia. En abril de 1988 fue sancionada la Ley de Defensa Nacional 23.554, en diciembre de 1991 la de seguridad interior 24.059 y en noviembre de 2001 la de inteligencia nacional 25.520.

      


      
        15. La preponderancia de la institución policial puede observarse en el artículo 3.º de la ley que establece que la seguridad interior “implica el empleo de los elementos humanos y materiales de todas las fuerzas policiales y de seguridad de la Nación a fin de alcanzar los objetivos del artículo 2.º”. Esto es, no contempla otros actores más que las policías para asegurar la seguridad. En lo que hace a los municipios, la única mención los sitúa como posibles destinatarios de requerimientos de información por parte de la comisión bicameral de fiscalización de los órganos y actividades de seguridad interior (art. 36 inc. a).

      


      
        16. La conservación de este poder no delegado en materia de seguridad es destacado en la Constitución de la provincia de Chubut, la que aclara que salvo “los casos de prevención de delitos federales, función auxiliar de la justicia federal y custodia de fronteras, espacios acuáticos y demás materias, cuya policía se ha conferido a la Nación, no se admite en territorio provincial actuación de fuerzas de seguridad nacionales” (art. 123).

      


      
        17. Rosatti (2012: 163) aclara que “la significación jurídica de aquel término (la «competencia jurídica») referirá […] al conjunto de funciones que pueden ejercer legítimamente, a la aptitud legal de obrar, a la medida de la potestad atribuida a un ente o a la asignación de funciones”.

      


      
        18. Este sistema mixto incorpora una enumeración de funciones pero deja abierta la posibilidad de interpretar otras a partir de una cláusula genérica que hace referencia a que a los municipios también les competen las funciones de interés local, propias del ámbito local o alguna variante del estilo (Rosatti, 2012).

      


      
        19. Se omiten, por presuponerse, otras competencias tradicionales tales como las de hacer su presupuesto, nombrar y remover funcionarios y administrar los bienes municipales.

      


      
        20. En “Municipalidad de la Plata s/inconstitucionalidad del decreto ley 911” (CSJN, Fallos: 325:1249, sentencia del 28 de mayo de 2002) la Corte utiliza esa expresión: delinear los contornos de la autonomía municipal. Esta tarea les compete a las provincias “con el fin de coordinar el ejercicio de los poderes que estas conservan (arts. 121, 122, 124 y 125 de la Constitución Nacional) con el mayor grado posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación mencionados por el artículo 123”.

      


      
        21. Algunas constituciones incorporan el derecho de los ciudadanos a defender su seguridad. No es este el derecho al que aquí nos referimos.

      


      
        22. La Constitución de la provincia de Buenos Aires establece que la administración de los intereses y servicios locales se encuentran a cargo de los gobiernos locales (art. 190) y que es un deber de la Legislatura conferirles las facultades necesarias para atender eficazmente a ellos (art. 191). Resta definir cuáles son esos intereses y servicios.

      


      
        23. La Constitución de Formosa es particularmente restrictiva. Si bien establece que los municipios con plan regulador aprobado podrán dictarse su carta orgánica (art. 180), no solo no contiene un listado de competencias mínimas o una cláusula genérica, sino que establece que le compete al gobierno provincial entender “en todos los asuntos de interés comunal que no hayan sido expresamente delegados en la Constitución Nacional o en la presente, y de conformidad con la Carta Orgánica del municipio”.

      


      
        24. Como se mencionó previamente, la Constitución de Mendoza es una de las que todavía no incorporaron la autonomía municipal a su texto. En el artículo 199 deriva a la Ley Orgánica de las Municipalidades la tarea de deslindar las atribuciones y responsabilidades y conferirles a los municipios las facultades necesarias para atender a los intereses y servicios locales.

      


      
        25. La única referencia a las facultades de los municipios la encontramos en el artículo 107 al ordenar que los municipios sean organizados por la ley “con las atribuciones necesarias para una eficaz gestión de los intereses locales” (inc. 3).

      


      
        26. A modo de ejemplo, los municipios del Área Metropolitana de Gran Mendoza han formado parte del proyecto “Sistema integrado de gestión y monitoreo de la seguridad del AMGM” del Programa de Desarrollo de Áreas Metropolitanas del Interior.

      


      
        27. Algunas de las facultades asignadas son las de imponer multas y sanciones; proteger la salud pública, la cultura y la educación, y combatir la drogadicción (art. 252).

      


      
        28. Entre ellas se encuentran las de promoción de la participación ciudadana, fomento de la educación y la cultura y protección del patrimonio cultural (art. 233).

      


      
        29. Podemos destacar la atención de la salud y centros asistenciales, protección del medio ambiente, creación y fomento de instituciones de cultura, políticas de apoyo de valores culturales, conservación del patrimonio histórico y regulación del régimen de faltas (art. 186). También, la celebración de convenios intermunicipales (art. 190).

      


      
        30. En su artículo 172 establece que las cartas orgánicas municipales deberán asegurar derechos vinculados a la participación ciudadana y a la descentralización de la gestión de gobierno.

      


      
        31. Entre otras, establece que son atribuciones y deberes de los municipios entender en lo relativo a la asistencia social, los espectáculos públicos, los servicios públicos urbanos, realizar convenios de mutuo interés con otros entes y dictar las correspondientes ordenanzas y reglamentos (art. 171).

      


      
        32. Además de contener una regla interpretativa que hace prevalecer a la normativa local por sobre la provincial en casos de contradicción normativa (art. 225), en su artículo 229 indica que los municipios tienen, entre otras, las siguientes facultades y deberes: convocar a los ciudadanos a participar de las decisiones de gobierno; tomar un rol activo en las áreas de salud, educación y vivienda; formar organismos intermunicipales; ejercer el poder de policía e imponer sanciones, y municipalizar los servicios públicos locales que estime conveniente.
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